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1.- VISTOS  
Debe pronunciarse la Sala con ocasión de la consulta de la decisión proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), mediante la cual se sancionó a las Dras. CLAUDIA JULIANA MELO ROMERO, Directora Técnica de Reparaciones,  y  CLAUDIA VIVIANA FERRO BUITRAGO, Subdirectora General de la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas -en adelante UARIV-,  por no atender el cumplimiento de la decisión de tutela dictada a favor de los intereses del señor GUILLERMO LOAIZA. 
2.- ANTECEDENTES 
2.1.- En mayo 16 de 2018 el Juzgado Segundo Penal del Circuito de esta ciudad, como juez constitucional de primer grado concedió el amparo solicitado por el ciudadano GUILLERMO LOAIZA, dentro de la acción de tutela presentada contra la UARIV; y, en consecuencia, ordenó a dicha entidad que: “[…] en el término de cinco (5) días siguientes a la notificación de esta providencia, inicie el procedimiento administrativo requerido para reconocer al señor Guillermo Loaiza, la indemnización por vía administrativa, teniendo en cuenta los criterios de priorización que ya le fueron reconocidos, procedimiento que en ningún caso podrá exceder el término de un (1) mes […]” Dicha decisión fue objeto de confirmación por esta Sala.
2.2.- Mediante escrito de julio 11 de 2018 el apoderado judicial del accionante solicitó iniciar incidente de desacato, por cuanto la entidad no había dado cumplimiento al fallo. 
2.3.-  Por auto de la misma fecha se dispuso requerir a las Dras. CLAUDIA JULIANA MELO ROMERO, Directora Técnica de Reparaciones,  y  CLAUDIA VIVIANA FERRO BUITRAGO, Subdirectora General de la UARIV. La primera para que informara en el término de dos (2) días las razones del incumplimiento, y la segunda, para que en su calidad de superior realizara las acciones tendientes al acatamiento del fallo e iniciara el correspondiente proceso disciplinario.

2.4.- En agosto 15 de 2018, se ordenó la apertura formal del incidente contra ambas funcionarias; por tanto, se les corrió traslado de 3 días para que pidieran las pruebas que consideraran necesarias o aportaran las que consideraran pertinentes.
2.5.- Adelantado el trámite de Ley, el Juzgado por auto de  agosto 24 de 2018 adoptó la decisión en el presente incidente y sancionó por desacato, con 3 días de arresto y multa de $259.372. 
3.- Para resolver, se CONSIDERA 
Existe competencia funcional para desatar el grado de consulta surtido sobre la decisión proferida dentro del incidente de desacato que tramitó el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.). 
Es de recordar que para efectos de una sanción por incumplimiento a un fallo de tutela, es estrictamente necesario que durante el incidente de desacato se sepa quién es la persona encargada de su acatamiento, los motivos por los cuáles no ha cumplido, y, además, quién es el superior de esa persona, para de esa manera poder efectuar lo dispuesto en el citado artículo 27 del Decreto 2591/91. De no ser así, muy seguramente se vulnerará el derecho fundamental al debido proceso del que son titulares todas las personas en Colombia, según lo dispuesto por el artículo 29 de la Constitución Política.

De igual forma, debe tenerse presente que en la sentencia Su-034/18 se indicó por la Corte Constitucional que: “[…] corresponde a la autoridad competente verificar si efectivamente existe una responsabilidad subjetiva en el incumplimiento de la orden judicial –lo que, a su vez, conlleva examinar si se da un nexo causal fundado en la culpa o el dolo entre el comportamiento del demandado y el resultado
– pues si no hay contumacia o negligencia comprobadas –se insiste– no puede presumirse la responsabilidad por el solo hecho del incumplimiento y, por lo tanto, no es procedente la sanción
. […]”

Aprecia esta Sala que para proferir la decisión objeto de esta consulta de manera inicial se enteró a la Directora Técnica de Reparaciones de la UARIV, Dra. CLAUDIA JULIANA MELO ROMERO, para efectos de que informara las razones del incumplimiento,  y también a la Subdirectora General de la entidad, Dra.  CLAUDIA VIVIANA FERRO BUITRAGO, para que en su condición de superior jerárquico, hiciera los trámites respectivos con miras al acatamiento de la sentencia de tutela e iniciara el correspondiente proceso disciplinario. Con posterioridad se abrió el incidente contra ambas funcionarias, quienes fueron debidamente enteradas de la actuación
.
La Directora Técnica de Reparaciones en varias oportunidades allegó escritos en los que indicaba haber dado cumplimiento al fallo por cuanto dio respuesta a la petición del actor, argumentos que no fueron tenidos en consideración por la falladora, puesto que la orden dada fue iniciar el trámite para el reconocimiento de la indemnización administrativa.

Encontrándose la actuación en esta Sala se reiteró por parte de la citada funcionaria que esa entidad informó al accionante que le fue asignada cita para empezar el procedimiento de reparación administrativa en diciembre 07 de 2018, de conformidad con lo establecido en la Resolución 01958 de 2018.

Al respecto debe decir la Colegiatura que la Resolución 1958 de junio 06 de 2018, acto administrativo que fue proferido en virtud de lo ordenado por la Corte Constitucional en el auto 206 de abril 28 de 2017, en efecto se establece el procedimiento para el acceso a la indemnización administrativa por quienes se encuentran en el Registro Único de Víctimas, y se fija como  término para dar trámite a esa medida de reparación, esto es, el estudio de fondo, el de 120 días luego de radicarse la totalidad de la documentación.

Si bien es cierto el plazo dado en la sentencia que es objeto del presente incidente, es inferior al señalado en la referida resolución, y por ello es este último el que debe tenerse en consideración, y aún no se encuentra superado en relación con la fecha del citado acto administrativo, no puede perderse de vista que UARIV no ha mostrado interés alguno en dar inicio al procedimiento administrativo, orden que también fue dada en el fallo, y hasta ahora solo se ha fijado una fecha -la cual es bastante lejana- en la que se le recibirá la documentación al actor, no obstante que éste la tiene recopilada desde antes de instaurar la acción.

En esas condiciones, hay lugar a decir que sí se presenta un incumplimiento por parte de la entidad, cuyos funcionarios muestran un total desinterés para acatar lo dispuesto por el juez de tutela, y por ello debe concluirse que persiste la vulneración de los derechos fundamentales del accionante que lo  obligó a acudir ante el juez constitucional para obtener el amparo de los mismos. 

No hay duda entonces que la UARIV, representada en este trámite por las Dras. CLAUDIA JULIANA MELO ROMERO, Directora Técnica de Reparaciones, y  CLAUDIA VIVIANA FERRO BUITRAGO, Subdirectora General, están en franca rebeldía contra una decisión judicial que debe ser acatada, al no iniciar el procedimiento que se requiere para que se estudie la solicitud de reparación administrativa pedida por el señor GUILLERMO LOAIZA, por lo que debe concluirse que les asiste una responsabilidad subjetiva y su actuación se advierte dolosa; por tanto, la decisión objeto de consulta será confirmada. 

4.- RESUELVE

Conforme con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA la decisión proferida por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.) objeto de consulta. 

COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE
Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
     JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
MANUEL YARZAGARAY BANDERA
El Secretario de la Sala, 

WILSON FREDY LÓPEZ 
� Sentencia T-889 de 2011, M.P.: Jorge Iván Palacio Palacio


� Sobre la responsabilidad subjetiva por parte del obligado en el trámite de incidente de desacato, la Corte ha fijado un precedente pacífico: sentencias T-763 de 1998, M.P.: Alejandro Martínez Caballero, T-553 de 2002, M.P.: Alfredo Beltrán Sierra, T-458 de 2003, M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra, T-459 de 2003, M.P.: Jaime Córdoba Triviño, T-744 de 2003, M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra, T-939 de 2005, M.P.: Clara Inés Vargas Hernández, T-1113 de 2005, M.P.: Jaime Córdoba Triviño, T-632 de 2006, M.P.: Marco Gerardo Monroy Cabra, T-1243 de 2008, M.P.: Rodrigo Escobar Gil, T-171 de 2009, M.P.: Humberto Antonio Sierra Porto, T-123 de 2010, M.P.: Luis Ernesto Vargas Silva, T-652 de 2010, M.P.: Jorge Iván Palacio Palacio, T-512 de 2011, M.P.: Jorge Iván Palacio Palacio, T-606 de 2011, M.P.: Humberto Antonio Sierra Porto, T-889 de 2011, M.P.: Jorge Iván Palacio Palacio, T-010 de 2012, M.P.: Jorge Iván Palacio Palacio, T-074 de 2012, M.P.: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, T-280A de 2012, M.P.: Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, T-527 de 2012, M.P.: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, T-1090 de 2012, M.P.: Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, T-185 de 2013, M.P.: Luis Ernesto Vargas Silva, T-399 de 2013, M.P.: Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, T-482 de 2013, M.P.: Alberto Rojas Ríos, T-254 de 2014, M.P.: Luis Ernesto Vargas Silva, C-367 de 2014, M.P.: Mauricio González Cuervo, T-271 de 2015, M.P.: Jorge Iván Palacio Palacio, T-325 de 2015, M.P.: Luis Guillermo Guerrero Pérez, T-226 de 2016, M.P.: Luis Ernesto Vargas Silva, T-280 de 2017, M.P.: José Antonio Cepeda Amarís.


� Ver folios 34 al 36 y 51 al 56 C.O.
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